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resumen: en virtud de las dudas que aún, a día de hoy, provoca la arbitrabilidad 
objetiva del derecho antitrust en el marco del arbitraje comercial internacional, el 
presente artículo examina la cuestión en atención a dos criterios relacionados. (i) 
La inclusión de la materia concurrencial al sometimiento que configura el pacto 
arbitral y (ii) la aplicación de oficio de las normas antitrust por parte del árbitro 
cuando en el desarrollo de sus funciones se encuentre con ellas. El documento 
valora dichos extremos por medio de los paradigmas del arbitraje internacional 
y determina cuál de ellos, en consonancia con la práctica arbitral actual, es aquel 
del cual surge una respuesta suficientemente conclusiva sobre la arbitrabilidad de 
la libre competencia. 
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abstract: On the basis of the incertitude still generated by objective arbitrability 
of the competition law in the international arbitration, this paper examines the topic 
through two pillars. (i) The inclusion of the antitrust in the arbitration clause and 
(ii) the ex-officio conduct of the arbitrator in those cases in which he/she encoun-
ters the antitrust issue on the course of his/her duties. This document addresses 
those topics by means of the representations of international arbitration and de-
termines which of them, according with the current arbitral practice, grants an 
answer, conclusive enough, about the objective arbitrability of the competition law. 
Keywords: Law, antitrust, international arbitration, objective arbitrability, re-
presentations. 
i n t rodu c c i n
El arbitraje, como método alternativo de resolución de conflictos, y el de-
nominado derecho antitrust —de defensa de la libre competencia— han 
mantenido un pulso continuo que ha llevado a que la relación y las conco-
mitancias entre ambas figuras hayan devenido tradicionalmente sinuosas. 
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La razón primordial de las “desavenencias” entre las dos especialidades 
jurídicas, se fundamenta en las interpretaciones heterogéneas que realizan 
diversas facciones doctrinales sobre la afinidad entre las materias, puesto 
que algunos han valorado el arbitraje como un medio idóneo de resolución 
de disputas relacionadas directa o indirectamente con el derecho antitrust, 
mientras que otros han entendido el método arbitral de resolución de dis-
putas como incompatible con las diferencias y cuestiones relacionadas con 
la libre competencia, toda vez que desde su perspectiva, la libre competencia 
tiene una estrecha relación con el orden público1, que genera que no exista 
poder de disposición sobre ella, y, por tanto, que impide que los árbitros 
puedan valorarle y referirse a ella en el marco de sus actuaciones. 
El orden público ha sido de forma continuada el arma arrojadiza pre-
dilecta entre las facciones doctrinales enunciadas —favorable y adversa al 
arbitraje del derecho antitrust—. No obstante, su alcance y contundencia 
de forma paulatina han perdido vitalidad en lo relativo al arbitraje, toda vez 
que la concepción, fundamentalmente, estatal de la justicia y el concepto 
de soberanía, aún poderosos, han sido morigerados a través de los años en 
virtud de la realidad globalizada y el contexto negocial dinámico que ha 
imperado en el pasado reciente. 
Si bien los Estados han “acaparado” la noción y significación del orden 
público y se han mostrado tradicionalmente reticentes a desmonopolizar el 
control que ejercen sobre aquel en favor de una justicia privada que puede 
por medio de sus resoluciones desconocer bienes jurídicos protegidos de 
primera línea, la realidad económica y jurídica han demostrado escalonada-
mente que el arbitraje ostenta suficientes calidades para atender cuestiones 
1 Tal y como ha sucedido con otras materias, también, relacionadas con el orden público 
en cuestión, que incluso hogaño generan férrea resistencia como materias arbitrables. A 
saber, la penal, la de familia o la fiscal (Mullerat, 011, p. 19). 
 Ejemplo de ello es el asunto American safety Equipment Corp. vs. J. P. Maguire & Co., 
usa, (391 F.d 81 (d Cir. (198)) del Tribunal de apelación del segundo circuito de 
Estados Unidos. Fallo en el que por primera vez en un sistema de relevancia en materia 
de libre competencia, como el de Estados Unidos, se atendió la conexión entre el dere-
cho antitrust y la vía arbitral, y se determinó que la reivindicación en materia de libre 
competencia sustentada en las normas que le desarrollan, no se consideraba un asunto 
meramente privado, sino uno de carácter mixto en el cual el interés público debía ser 
también tomado en cuenta por el fallador en su resolución. 
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connaturales a los negocios y al mercado, como el antitrust, así como también 
que el arbitraje constituye en sí mismo una necesidad de la defensa de los 
mercados, en atención a la disuasión que provoca que los operadores del 
mercado diriman en ámbitos privados controversias de la libre competen-
cia dirigidas principalmente a la delimitación de efectos civiles surgidos de 
ilícitos antitrust. 
Muy a pesar de aquella realidad, la reticencia ha perdurado y un sector 
de la doctrina se ha mantenido inamovible en su reserva a aceptar que los 
árbitros apliquen las normas antitrust y se refieran a cuestiones de libre 
competencia que configuran —en su opinión— claramente fundamentos 
de orden público. Este último ha seguido formando parte del debate entre 
las facciones doctrinales previamente enunciadas. Aunque con extensiones 
progresivas no tan atadas al ámbito doméstico/nacional, sino a uno de carác-
ter internacional, más armonizable con las realidades económicas globales3. 
Tanto los tribunales arbitrales como los tribunales ordinarios de sedes y 
lugares de reconocimiento y ejecución —coadyuvados por la doctrina favo-
rable— abandonaron paulatinamente aquella resistencia infructuosa —de 
gran alcance teórico y poco calado práctico— al aceptar la vía arbitral como 
afín con la aplicación de las normas de libre competencia, y permitieron que 
en los sistemas de mayor relevancia jurídico-económica —Estados Unidos 
y la Unión Europea— se presentaran avances jurisprudenciales claramen-
te —aunque con diversas profundidades— afines con la arbitrabilidad de 
asuntos de libre competencia. 
Si bien los fallos Mitsubishi y Eco Swiss (que serán desarrollados en 
apartados posteriores) configuran un fundamento inequívoco de la com-
patibilidad entre las especialidades jurídicas en cuestión —arbitraje y an-
titrust—, la disputa sobre la arbitrabilidad objetiva de la libre competencia 
aún sigue vigente. Las vías de interpretación heterogéneas avivan el debate, 
principalmente en virtud de los lazos que tradicionalmente han atado al 
3 Evolución que ha conllevado que se realicen esfuerzos doctrinales de gran calado, enfo-
cados en conciliar el concepto de orden público —entendido por los estudiosos del dere-
cho internacional privado como el “caballo rebelde” de la materia—, con la naturaleza 
compleja del derecho de la competencia que incorpora intereses privado-mercantiles y 
públicos, que requieren de la concordia de la supervisión económica y de la libertad de 
empresa. Al respecto, véase Orce Casado (005) y Moreno Rodríguez (007). 
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arbitraje comercial internacional a sistemas domésticos —de la sede y del 
reconocimiento del laudo—, así como de las concepciones amplias, inde-
terminadas y, en ocasiones, incompatibles, de orden público, que se tienen 
en los diversos sistemas jurídicos estatales. 
Así las cosas, el presente artículo atiende a la desavenencia doctrinal antes 
enunciada, que a día de hoy sigue generando inestabilidad en el marco del 
arbitraje del derecho antitrust, e intenta analizar la arbitrabilidad objetiva 
de la libre competencia con miras a otorgar una respuesta suficientemente 
concluyente sobre la cuestión, en aplicación de los paradigmas del arbitraje 
internacional de Emmanuel Gaillard. Teoría a través de la cual se demuestra 
que la jurisdicción arbitral atesora una naturaleza autónoma que, entre otras 
cosas, conlleva que los asuntos directa o transversalmente relacionados con 
el antitrust formen parte de un catálogo de cuestiones sobre las cuales el ár-
bitro se puede —y se debe— referir en aplicación de su normativa especial, 
tanto si las partes nada han dicho al respecto en el pacto arbitral y aquellas 
cuestiones emergen en el marco de actuación del árbitro como si las partes 
realizaran un acuerdo en aquella dirección en el mencionado pacto. 
En ese sentido, este artículo expondrá en primera medida, a través de 
las valoraciones doctrinales y jurisprudenciales que ha suscitado, los ante-
cedentes de la arbitrabilidad objetiva del antitrust y su actualidad, así como 
los retos que surgen hoy por hoy en lo relativo a las concomitancias que im-
perativamente se deben poner en marcha en el marco arbitral en atención a 
las peculiaridades de la libre competencia. De forma sucesiva el documento 
valorará, desde la perspectiva de los paradigmas del arbitraje internacional 
de Emmanuel Gaillard, las posibles respuestas que tiene la cuestión, en 
atención a las interpretaciones nacionales y no nacionales que se le confieren 
al arbitraje, con el objetivo de realizar un planteamiento concluyente y una 
propuesta sobre la condición que debe tener el orden público y la disposición 
en lo referido a la libre competencia, en el marco arbitral. 
p r e c e d en t e s  d e  la  r e lac i n  s i n uo s a  e n t r e 
e l  a r b i t ra j e  i n t e rnac i ona l  y  e l  a n t i t ru s t
Conforme a los argumentos relativos a la arbitrabilidad de los asuntos de 
libre competencia que cobraron fuerza en el ámbito internacional a través 
de la aplicación de las normas antitrust que realizaban de oficio —sin estar 
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claramente empoderados para ello— los tribunales arbitrales que tenían 
como sede Estados favorables al arbitraje, en 1985, con el fallo de la Supre-
ma Corte de Justicia de Estados Unidos, Mitsubishi Motors Corp. vs. Soler 
Chrysler-Plymouth, Inc. de 1985 (en lo sucesivo, Mitsubishi), la cuestión 
sobre la arbitrabilidad del derecho antitrust fue abordada con mayor claridad. 
Así, la sentencia aludida aceptó la arbitrabilidad de un asunto determinado 
vinculado con la libre competencia económica, sustentando su postura, 
principalmente, en la presencia imperativa de un elemento internacional 
en la disputa. 
En concreto, la Suprema Corte estadounidense entendió que la interna-
cionalidad tenía dos vías de significación que influenciaban que un asunto 
que requiriese la aplicación de las normas antitrust por parte del árbitro 
encargado de la disputa, efectivamente pudiese “tolerar” la arbitrabilidad 
de la cuestión de libre competencia. La primera, basada en que en todo caso 
el antitrust puede ser arbitrable, en aquellos casos en los cuales los operado-
res involucrados en la disputa sean originarios/procedentes de diferentes 
Estados (elemento extranjero), pues solo de dicho modo pueden serle de 
aplicación a la cuestión los instrumentos y las reglas propias del arbitraje 
comercial internacional. De consuno con aquella idea, el fallo en cuestión 
determinó, en segunda medida, que la arbitrabilidad objetiva del antitrust se 
encontraba influenciada, de manera importante, por la conexión de la mate-
ria con el orden público —nacional e internacional—, y que de hecho, este 
último —el de carácter internacional—, de forma inequívoca, incorporaba 
entre otras materias, a la libre competencia. Conllevando que en el marco 
de una disputa internacional conocida por un árbitro, en la cual se presen-
tase la necesidad de aplicar las normas antitrust —en atención al convenio 
arbitral, por petición de parte o de oficio—, resultase siempre imperativo 
que el mencionado fallador aplicase dichas normas, pues solo de aquel modo 
este último podía garantizarse que el laudo resultante incorporaba méritos 
suficientes para no ser anulado en la sede, y para ser reconocido y ejecutado 
ahí donde fuese necesario.
 73 U.S. 1, S. Ct. 33 (1985). Sobre la cuestión, resaltan los análisis realizados por 
Fox (1985); así como por Calvo Caravaca (008) y González de Cossío (009). 
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La perspectiva de la Suprema Corte estadounidense respecto de esta 
última cuestión se escoraba hacia la aceptación de una perspectiva doctrinal 
mayoritaria, no unánime, relacionada con la conducta del árbitro relativa a 
la aplicación en el proceso, de una norma de orden público. Así, hacia una 
interpretación con base en la cual en las disputas en las cuales se encuentre 
adherida una materia de orden público, el árbitro debe aplicar en los mis-
mos términos que lo haría el juez natural5, las normas que desarrollan dicha 
materia, toda vez que no hacerlo —no aplicar las normas de orden público 
(entre ellas las normas antitrust)— podría provocar que el laudo resultante 
pudiese ser anulado en la sede o que pudiese no ser reconocido y ejecutado 
ahí donde debiese reconocerse y ejecutarse, al haber desatendido una ley 
imperativa. Siendo la transgresión al orden público en dicho caso, precisa-
mente, la no aplicación de dicha norma. 
El fallo Mitsubishi realizó, en ese sentido, una valoración de cuál debía 
ser la conducta del árbitro en lo relativo a la aplicación o no aplicación de 
normas de orden público —como las de libre competencia—. Inclinándose, 
precisamente, por la aplicación de estas, en contra de lo defendido por otro 
sector doctrinal, que ha sostenido que el árbitro debe abstenerse de aplicar 
las normas de orden público en el marco de un proceso a su cargo, en aten-
ción a que, no siendo un fallador con potestad, sino con auctoritas, al haber 
recibido de las partes la determinación de sus límites y al no desprender-
se del pacto arbitral que sus competencias incorporan aplicar normas de 
aquel carácter, que las aplique podría ser entendido como que el árbitro se 
ha arrogado facultades y funciones de defensor del orden público que van 
más allá de sus competencias, ya que quienes verdaderamente ostentan estas 
últimas, son operadores legítimamente facultados para ello7.
A pesar de la resistencia del sector descrito, en Estados Unidos la arbitra-
bilidad de asuntos de libre competencia se consolidó con cierta claridad tras 
el fallo Mitsubishi. Realidad que contrasta con el difuminado contexto que 
5 Sobre la teoría jurídica que se ha generado respecto del juez natural, Quispe Remón 
(013-01); así como Diez-Picazo (1991).
 Defienden esta postura, entre otros, Gaillard (010b); Radicati Di Brozolo (01); 
Mantilla-Serrano (009). 
7 Perspectiva defendida por Besson (013). Del mismo modo, Reisman y Richardson (01) 
y Van Den Berg (005). 
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tenía en aquella misma época dicha cuestión en la Unión Europea, donde a 
pesar de que el “monopolio” de la aplicación de las normas antitrust recaía 
en autoridades públicas —comunitaria y de los países miembros— los ár-
bitros aplicaban de forma regular normas nacionales de libre competencia 
de Estados miembros8 como Suecia9, Italia o Alemania10. 
No fue hasta la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 
del 1 de junio de 1999, Eco Swiss China Time Ltd. vs. Benetton Internatio-
nal NV (en lo sucesivo, Eco Swiss), que en el marco comunitario se otorgó 
cierta claridad respecto de la cuestión11, al ser valorada de forma tácita y 
aceptada, con carácter implícito, la aplicación de las normas de libre com-
petencia por parte de los árbitros1. Así, sin aludir a la cuestión de manera 
8 Al respecto, véase Slot (199). Documento en el cual el autor valora la aplicación de las 
normas nacionales de competencia de los países miembros de la Unión Europea a través 
de la vía arbitral. Del mismo modo, Zekos (008) y Calvo Caravaca (008).
9 Estado en el que la Ley reconoce de forma taxativa la posibilidad de dirimir cuestio-
nes concurrenciales a través de la vía arbitral. En concreto, en la sección primera de la 
Swedish Arbitration Act (sfs, 1999, p. 11), que establece la arbitrabilidad objetiva de la 
libre competencia y empodera a los árbitros a aplicar las normas en las cuales se sustenta, 
en atención a que la materia forma parte de aquellas sobre las cuales las partes pueden 
alcanzar un acuerdo. 
10 Sentencia del Tribunal Supremo Federal Alemán del 0 de mayo de 19, grur 19, 
Heft 10, pp. 57-58. Sentencia del Tribunal de Düsseldorf (olg) del 1 de julio del 
00, WuW 3/00, pp. 81-85; Sentencia del Tribunal Supremo Federal del 31 de mayo 
de 197, grur 1973, Heft , pp. 97-100, y Sentencia del Tribunal Supremo Federal de 
Justicia del 7 de febrero de 199, grur 199, Heft 9, pp. 501-505. Del mismo modo, 
las aludidas por Blanke, G. y Nazzini, R. (008).
11 Disputa basada en un contrato de licencia que fue resuelto unilateralmente por Benetton 
International NV tras algunos años de ejecución, por parte de los involucrados, de las 
prestaciones pactadas. Así, en 1993, el Tribunal Arbitral, que se hizo cargo de la disputa 
provocada por la resolución en cuestión, determinó que el contrato de licencia enuncia-
do continuaba vigente y que, por tanto, Benetton International NV debía indemnizar 
a Eco Swiss China Time y Bulova Corporation, por los daños causados en virtud del 
incumplimiento del contrato. Sobre los antecedentes, el desarrollo propio del proceso y 
sus efectos, resultan valiosos los aportes de Álvarez González (1999); de Groot (003); 
Furse y D’arcy (1999); Landolt (00); Idot (1999).
1 Revulsivo necesario en el momento de su acaecimiento, ya que los tribunales de la Unión 
Europea y la Comisión Europea, con antelación, se habían movido en un terreno di-
fuso en el cual no rechazaban de forma tajante y absoluta la arbitrabilidad de asuntos 
relacionados con la libre competencia y la aplicación por parte de los árbitros de las 
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directa, en la mencionada sentencia se determinó que era función de los 
jueces nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea revisar la 
conformidad de los laudos arbitrales con el derecho de la libre competencia 
comunitaria. Aspecto que significó un reconocimiento tácito de la aplicación 
e interpretación de las normas antitrust que debían realizar los árbitros con 
antelación a la revisión de conformidad realizada por los jueces, puesto que 
solo de aquel modo los árbitros podían garantizarse haber atendido adecua-
damente al marco normativo comunitario13. 
A pesar de la ambigüedad del fallo Eco Swiss, el empoderamiento de los 
árbitros al aplicar la normativa de libre competencia se ha consolidado sufi-
cientemente en la Unión Europea (Van Houtte, 008) tras su aparición. El 
Reglamento 1/003 desarrolló años después la vía privada de aplicación de 
las normas de libre competencia, en particular con el ánimo de favorecer la 
delimitación de los efectos civiles de ilícitos antitrust (Reglamento (CE) n.° 
1/003 del Consejo, del 00)1 y, a pesar de aludir en su cuerpo de forma 
continua a los órganos jurisdiccionales de los estados miembros, fortaleció 
la posición de los árbitros en su tarea de aplicación de la normativa de libre 
competencia, toda vez que fue verdaderamente tras la aparición de dicho 
reglamento que se valoró por parte de la doctrina y la jurisprudencia como 
un imperativo del proceso arbitral, que los árbitros también participen, desde 
su faceta jurídica, en la protección de los mercados de la Unión Europea. 
normas nacionales de competencia de los Estados miembros. Sobre dicha indefinición 
véase Komninos (001), quien la justifica manifestando que se valoraba ya en aquel 
momento dicha aplicación de las normas de libre competencia por parte de los árbitros, 
como un instrumento idóneo de descubrimiento y remedio de conductas restrictivas y 
anticompetitivas. 
13 De esta opinión son Mourre (009); así como también González de Cossío (009). 
Criterio compartido parcialmente por Zekos (008), puesto que este manifiesta que la 
ambigüedad del tribunal de justicia en el caso Eco Swiss China Time Ltd. vs. Benetton 
International NV, se basa en que la aplicación de las normas de libre competencia por 
parte de los árbitros se encuentra condicionada a que los Tribunales nacionales de los 
países de la Unión Europea declaren que una cuestión concurrencial resulta arbitrable. 
1 Relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 8 
del Tratado. Publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea n.° L001 del  de enero 
del 003. 
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Realidad que se ha extendido a los Estados miembros generando, hogaño, 
pocas dudas sobre la arbitrabilidad de los asuntos de libre competencia en 
la comunidad (Van Houtte, 008), a pesar de que otros argumentos, tam-
bién poderosos como la “(in)disponibilidad” de la libre competencia y la 
estrecha relación que se le atribuye a esta última con el orden público —por 
ser una materia usualmente contenida en dicha concepción—, continúen 
generando cierto nivel de incertidumbre y múltiples vías de justificación de 
parte en sede arbitral (González de Cossío, 009), incluso en un escenario 
como el actual, en el cual la concepción del “orden público” ha dado un 
importante giro. 
En ese sentido, vale la pena recordar que el orden público ha sido valo-
rado por parte de los estudiosos y practicantes del derecho internacional 
privado, como el “caballo salvaje” de la materia15, por su indeterminación 
conceptual, así como por las divergentes nociones y alcances que se le han 
otorgado en los diversos sistemas domésticos. A pesar de las dificultades que 
se han presentado en la delimitación del orden público, de manera paula-
tina esa otra resistencia a la arbitrabilidad del antitrust ha ido cediendo a la 
realidad mercantil y jurídica global, en atención al abandono de la idea de 
que el orden público se debía al “orden nacional”. La International Law 
Association (en lo sucesivo, ila) se encargó de promover una idea de desco-
nexión con sistemas domésticos, en la dirección de consolidar un concepto 
de orden público transnacional que permitiese al arbitraje superar los escollos 
en el reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales que aquel configura. 
Iniciativa que se frustró en virtud de la dificultad para establecer si el orden 
público sugerido —de carácter transnacional— formaría parte esencial de 
un orden jurídico alternativo a los órdenes nacionales, o si configuraba una 
combinación de principios consensuados. 
15 Expresión acopiada, al igual que “niño terrible”, por una parte importante de la doctri-
na y la jurisprudencia. Así, debe resaltarse el asunto Tensaccia s.p.a. v. Freyssinet Terra 
Armata R.L., del Tribunal Federal Suizo, del 8 de marzo del 00, en el cual de forma 
prolija se aborda el concepto de orden público, atendiendo al artículo V de la Convención 
de Nueva York y al artículo 190 () de la Ley Suiza de Derecho Internacional Privado, 
bajo la manifestación de complejidad en su concreción. En una dirección análoga, Bu-
rroughs, J. en Richardson vs. Mellish ( Bing. 9 (18) p. 303); Orce Casado (005) y 
Calvo Caravaca y Rodríguez Rodrigo (005).
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Con posterioridad al esfuerzo mencionado, la ila realizó un intento 
adicional. Esta vez liderado por el Committee on International Commer-
cial Arbitration que, a través de las Recommendations on public policy as 
ground for refusing recognition or enforcement of international arbitral 
awards (en lo sucesivo, Recomendaciones de la ila del 00), propuso ar-
ticular un concepto de orden público internacional. Concepto enfocado en 
defender la efectividad de los laudos arbitrales a través de la delimitación 
de ciertas condiciones y cauciones vinculadas con el orden público, a tomar 
en cuenta en arbitrajes que incorporasen el elemento extranjero. Así, las 
recomendaciones en cuestión determinaron que (i) el concepto de orden 
público que debe aplicarse en un proceso arbitral de carácter internacional 
es precisamente el internacional, toda vez que este último es más estrecho 
y restringido —y, por tanto, menos etéreo y proclive de interpretación— 
que la concepción de orden público nacional atada a un sistema doméstico 
concreto; (ii) que el orden público solo puede erigirse como obstáculo del 
procedimiento arbitral de carácter internacional, en circunstancias excep-
cionales; (iii) que la imperatividad de una norma no determina, prima facie, 
que la misma forme parte de la concepción de orden público; así como que 
(iv) de estar involucrado un orden público de carácter doméstico en el pro-
cedimiento arbitral —de manera subsidiaria al internacional—, en atención 
a que se está viendo violado o desatendido, ese orden público debe ser, en 
exclusiva, el del foro, determinado por las partes, o establecido por el árbitro 
en aquellos casos en los que no se hubiese realizado un pacto expreso de las 
partes respecto de dicha cuestión1.
La jurisprudencia arbitral y la doctrina han apoyado los esfuerzos de la 
ila previamente enunciados (Mayer y Sheppard, 00; Fernández Rozas, 
015). Así, el concepto de orden público internacional ha adquirido fuerza 
en el marco del arbitraje internacional. Circunstancia que repercute en la 
arbitrabilidad de asuntos de libre competencia, puesto que conlleva que la 
1 Criterio que es estimado por parte del autor, como capital, ya que las recomendaciones 
de la ila no pierden de vista que a pesar de que el futuro del arbitraje requiere de la 
superación de lazos y cadenas nacionales —en consolidación de una jurisdicción autó-
noma—, aquello aún está en camino de alcanzarse. Requiriéndose así, en el entretanto, 
acotar la concepción de orden público “doméstico” a aplicar a procedimientos arbitrales 
internacionales. 
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“camisa de fuerza” restante que configuraba el orden público en materia 
concurrencial —además de la discutida “(in)disponibilidad” de la materia 
y el “monopolio” clásico de aplicación de las normas antitrust por parte de 
autoridades públicas de competencia— esté en una vía clara de superación, 
que aún debe vencer otro tipo de escollos que configuran las cuestiones en 
torno a las cuales giran los siguientes apartados del presente trabajo. 
lo s  r e to s  ac t ua l e s  d e  la  r e lac i n 
e n t r e  la  v  a  a r b i t ra l  y  e l  a n t i t ru s t
El derecho de la libre competencia, a pesar de lo manifestado en apartados 
precedentes, continúa generando ciertas dudas en sede arbitral. Así, aún a 
día de hoy se presenta cierta indecisión en la determinación del alcance de la 
aplicación de las normas antitrust por parte de los árbitros. Ciertas preguntas 
aún son recurrentes, aunque todas ellas están relacionadas con la “operativi-
dad” de las normas de libre competencia por parte de los árbitros (Nazzini, 
00; Komninos, 003) y no con el motivo por el cual aplican dichas normas 
a un supuesto de hecho específico (motivo que debe surgir siempre, de lo 
determinado por las partes o de la actuación de oficio del árbitro17). ¿Debe 
el árbitro atender a los mismos límites que los tribunales ordinarios en aten-
ción a la importante posición de las autoridades administrativas de compe-
tencia en la tarea de aplicación de este tipo de normas?18; ¿las actuaciones 
17 Aspecto de importancia en la cuestión que atañe al presente estudio, puesto que los tri-
bunales arbitrales de forma paulatina se han posicionado en el nivel internacional, “por 
encima” de los tribunales ordinarios, entre las preferencias de los operadores económicos, 
en lo alusivo a la resolución de las diferencias que puedan llegar a generarse en el marco 
de sus transacciones comerciales (Baudenbacher, 003; Baudenbacher y Higgins, 00).
18 En atención a las diferencias intrínsecas entre aquellos falladores que se pusieron de 
manifiesto en 198 por la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 3 
de marzo (asunto 10/1981), Nordsee Deutsche Hochseefischerei GmbH vs. Reederei 
Mond Hochseefischerei Nordstern AG & Co. KG y Reederei Friedrich Busse Hoch-
seefischerei Nordstern AG & Co. KG (Norsdee), en la cual, entre los apartados diez al 
veinte, se manifiesta que hacer extensivas las facultades de un tribunal ordinario a uno de 
carácter arbitral, no es bajo ningún prisma posible, ya que un tribunal que, se compone 
como resultado de un convenio privado y sin la intervención de autoridades públicas, 
se arrogue —o se le arroguen— atribuciones que le son connaturales a órganos de la 
jurisdicción, no debería ser permitido. Doctrina ya superada en la actualidad, que hace 
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procesales de un tribunal arbitral y las decisiones que tome en las cuales se 
encuentren involucradas las normas antitrust deben ser controladas por los 
tribunales ordinarios?; y ¿los árbitros deben cooperar con las autoridades 
públicas de competencia en términos análogos a aquellos que se aplican a 
los jueces ordinarios?19, continúan sin respuestas homogéneas. 
No obstante, esa indeterminación vinculada con las cuestiones antedi-
chas, aquellas no configuran desde la perspectiva del autor, el epicentro del 
debate que aún se surte en lo referido a la interconexión entre el derecho 
de la libre competencia y el arbitraje. Lo relativo a la razón de ser —al mo-
tivo— de la aplicación que hacen los árbitros de las normas en cuestión, sí 
que configura el núcleo. El entorno arbitral —instituciones, jurispruden-
cia y doctrina— no ha logrado llegar a un acuerdo al respecto. De manera 
concreta, no hay consenso sobre (i) si la libre competencia se puede adherir 
al convenio arbitral como materia sometida a arbitraje, así como tampoco 
(ii) si el árbitro puede aplicar de oficio las normas antitrust en los casos en 
los que en el devenir de sus funciones se tropiece con una cuestión de libre 
competencia. 
La primera duda es claramente menos pacífica que la segunda, ya que 
sobre esta última hay cierta aquiescencia. En parte, gracias al fallo Eco Swiss, 
puesto que en aquel caso el Tribunal, de forma similar a lo dispuesto en el 
asunto Mitsubishi, indicó que la aplicación de oficio por parte del árbitro 
de las normas de libre competencia le permite a dicho fallador garantizarse 
el reconocimiento y ejecución del laudo (deber moral del árbitro). Siempre 
y cuando dicha aplicación atienda a todas y cada una de las peculiaridades 
de la libre competencia —verbigracia, los “protocolos” especiales de apli-
cación que de forma tradicional recaen en autoridades públicas de compe-
tencia y la relación que tiene la materia con el orden público y que algunos 
defienden—, y se lleve a cabo en las mismas condiciones, con las mismas 
garantías y con las mismas cautelas que acometería el juez natural sobre el 
cual recaerían las labores de aplicación del antitrust, de no haberse dado un 
sometimiento al arbitraje. 
las veces de parangón con una realidad que a día de hoy es claramente contraria con el 
devenir de la resolución de disputas entre agentes privados en el marco internacional a 
través de la vía arbitral. 
19 Sobre esta cuestión particular, vale la pena consultar lo determinado por de Groot (008).
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Aquello garantizará que no pueda ser interpretado por parte del juez 
de reconocimiento y ejecución que en un arbitraje en concreto se ha igno-
rado una norma que desarrolla una materia con capacidad para influenciar 
la decisión y que, por tanto, valore de forma inequívoca que al no haber 
sido ignorada aquella materia concurrencial, no se generarán menoscabos 
al orden público y a intereses y bienes jurídicos protegidos por él —de ser 
considerada la libre competencia una materia de orden público en su siste-
ma—. Siendo la aplicación de las normas antitrust, en ese sentido, no solo 
una posibilidad, sino una obligación del árbitro0, que más allá del sentido 
jurídico inequívoco que incorpora, no configura una respuesta doctrinal 
uniforme, indiscutible o definitiva, ya que de esta surgen ciertas dudas 
operativas —que no son objeto del presente estudio—, relacionadas con el 
ejercicio y funcionamiento de la coordinación imperativa que debe ser pues-
ta en marcha entre los árbitros y las autoridades públicas de competencia 
y los jueces ordinarios en aquellos casos en los cuales los primeros decidan 
efectivamente aplicar las normas en cuestión. 
En ese sentido, la segunda cuestión esgrimida, sobre la aplicación de 
oficio, parece generar, per se, menor conflicto que la primera basada en si la 
libre competencia se puede adherir, o no, al convenio arbitral como materia 
sometida a arbitraje. Y parece generar menor conflicto, ya que la práctica ha 
venido comprobando que el árbitro no se aleja del conocimiento de la cuestión 
concurrencial cuando “se topa” con ella en el ejercicio de sus funciones, a 
menos que la ley que rige el arbitraje determine lo contrario, disponiendo, 
por ejemplo, que el derecho antitrust no tiene arbitrabilidad objetiva, dado 
que aquello si podría configurar una “camisa de fuerza” a la aplicación de 
las normas de libre competencia en el marco del proceso arbitral. 
La ley aplicable al arbitraje —a través de la cual se determina la arbitra-
bilidad objetiva— es, en ese sentido, la que influencia las respuestas a los 
dos cuestionamientos que han dado lugar al presente apartado. Por lo que 
resulta necesario, en ambos casos —adhesión de la materia concurrencial 
al pacto arbitral o aplicación de oficio de las normas antitrust por parte 
0 Sobre la cuestión resultan valiosos los comentarios realizados de la aplicación de oficio de 
las normas de libre competencia de la Unión Europea, por Slot (199); Landolt (00); 
Derains (003); Brulard y Quintin (001). 
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del árbitro— precisar cuál es la ley mediante la cual se debe definir si una 
controversia de libre competencia resulta arbitrable. Las opciones son: 
(a) la ley de la sede, (b) la ley del lugar —o lugares— de reconocimiento y 
ejecución del laudo, (c) la ley elegida por las partes, o (d) la lex mercatoria 
internacional. 
La pluralidad de alternativas genera que las conclusiones sobre la ar-
bitrabilidad objetiva del antitrust puedan ser opuestas. Lo cual es en toda 
regla desfavorable para la consolidación de la vía arbitral en el marco inter-
nacional, ya que de un modo u otro, esta impide que el sistema arbitral sea 
un compendio de garantías jurídicas inequívoco1. Superar inconvenientes 
como aquel y eliminar los lazos que aún a día de hoy tiene el proceso arbitral 
internacional con sistemas y normas domésticas ha sido uno de los tantos 
abanderados de los visionarios de un sistema arbitral internacional y autó-
nomo entendido como una “tercera jurisdicción”. Por lo que la solución a la 
desavenencia sobre la norma que debe determinar la arbitrabilidad objetiva 
del antitrust puede alcanzarse a través de la aplicación de lo defendido por 
uno de aquellos visionarios. En concreto, por lo sostenido por Emmanuel 
Gaillard (010a) en lo alusivo a los paradigmas —o representaciones— del 
arbitraje internacional (pp. 71-81).
Paradigmas que responden a construcciones mentales sobre el arbitraje 
internacional que se ajustan en menor o mayor medida a las necesidades 
del marco internacional de los negocios y, por tanto, a las necesidades del 
método arbitral —alternativo— de resolución de disputas, y que gracias a 
ello, pueden favorecer la definición de la ley a través de la cual se debería 
convenientemente determinar la arbitrabilidad objetiva de una materia. 
Son tres las representaciones en cuestión. Basadas primordialmente en 
cuál debe ser la norma a la que se debe acoger el árbitro para delimitar sus 
poderes y para precisar si la cuestión atesora arbitrabilidad objetiva o no. 
Estas son, a saber: 
1. La representación monolocalizadora o tradicional, 
1 En lo alusivo a la libre competencia, ya que atiza —aunque cada vez con menor fortaleza 
y éxito—, la disyuntiva sobre si una materia tradicionalmente vinculada con el orden 
público, que a pesar de ello es considerada una materia mercantil sobre la cual se tiene 
poder de disposición, puede ser objeto de decisión por parte del árbitro, en aplicación 
de las normas que le soportan. 
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. La representación westfaliana o multilocalizadora, y
3. La representación transnacional “no localista” (Pereira y Quintao, 
01, pp. 51). 
Vale la pena desarrollar las características de cada una de aquellas cons-
trucciones mentales sobre el arbitraje internacional y valorar cuál de ellas es 
la que más se adapta a las realidades de la resolución de disputas internacio-
nal y debe ser aplicada en la definición de la arbitrabilidad de una cuestión 
directa o transversalmente relacionada con el antitrust. 
la  r e p r e s e n tac i n  monolo c a l i z a do ra  t ra d i c i ona l
La presente teoría interpreta que el arbitraje internacional forma parte de 
la jurisdicción doméstica de la sede del arbitraje (Belohlavek, 013), toda 
vez que es dicha sede la que determina cuál es la lex arbitri —lex loci arbi-
tri— del procedimiento, mediante la cual se puntualiza la arbitrabilidad de 
la cuestión, la validez del pacto arbitral, el alcance y efectos del arbitraje, las 
reglas de procedimiento que rigen el arbitraje, entre otros. 
En atención a la teoría monolocalizadora, es la sede arbitral como juris-
dicción primaria la que le confiere a través de la lex loci arbitri poder a los 
árbitros y, por tanto, legitimidad y validez al proceso (Zorlu (00); Reisman, 
Craig, Lawrence, Park y Paulsson, 1997). Así, de acuerdo con la perspectiva 
de los defensores de esta teoría tradicional, la lex loci arbitri es aquella que 
permite definir la arbitrabilidad de la cuestión —salvo que las partes hayan 
elegido la normativa aplicable—, ya que solo de aquel modo el laudo será 
válido, en elusión de posibles acciones de anulación (Sanders, 1979). 
La percepción del sector doctrinal y práctico que defiende esta postura 
influencia ostensiblemente la arbitrabilidad objetiva de cuestiones de libre 
competencia, impactando tanto en la capacidad de las partes para adherir 
la libre competencia al pacto como materia sometida al arbitraje, como en la 
posibilidad de que el árbitro se refiera de oficio a la cuestión concurrencial. 
Así, por ejemplo, en aquellos casos en los que una ley de la sede disponga de 
forma directa o transversal —o en su defecto se extraiga del sistema jurídico 
de esa sede— que la libre competencia no es arbitrable, ni las partes podrán 
 Autores que siguen las perspectivas defendidas por Gaillard (010a).
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incorporar —o haciéndolo no tendrá validez— el antitrust al convenio ar-
bitral, ni el árbitro podrá referirse de oficio al asunto de libre competencia 
involucrado con la controversia, so pena de que haciéndolo (refiriéndose a 
él), pueda considerarse que se ha excedido en sus facultades, configurando 
una causal de anulabilidad del laudo. 
Del mismo modo, si la normativa —o el sistema jurídico— de la sede 
dispusiese que la libre competencia forma parte del orden público del Estado 
de dicha sede, el pacto concurrencial adherido al convenio arbitral y la apli-
cación de oficio de las normas antitrust por parte del árbitro, incluso a día de 
hoy, podrían verse desdibujadas, toda vez que algún sector de la práctica y 
de la doctrina aún entiende que el laudo resultante en el cual se incorpore la 
actuación de las partes o del árbitro en alguna de aquellas direcciones podría 
ser susceptible de anulación en la sede o de no reconocimiento y ejecución, 
de acuerdo con el artículo V.1.a de la Convención de Nueva York3.
En uno u otro caso, y sea cual sea el impedimento que erija la normativa 
de la sede a la arbitrabilidad de una cuestión de libre competencia, es claro 
que atar el procedimiento arbitral internacional a la sede, no parece ser la 
opción más adecuada. Aquello significa obviar el componente de internacio-
nalidad que es elemento fundamental de la Convención de Nueva York, así 
como atar el proceso, perjudicialmente, a una normativa interna que puede 
atender —o no— a las condiciones de las relaciones mercantiles actuales. 
No puede perderse de vista la realidad actual que demuestra que la teoría 
monolocalizadora no se sustenta suficientemente en el desarrollo del arbi-
traje internacional. En sistemas como el francés, el estadounidense o el 
belga, los tribunales ordinarios han reconocido y ejecutado laudos anulados 
en la sede, o laudos no anulados en los cuales el árbitro se hubiese apartado 
3 Postura que a pesar de encontrarse en paulatino desuso, sigue configurando una opción 
de valoración del orden público un tanto decimonónica, puesto que se basa en interpretar 
que una materia que sea considerada de dicha naturaleza debe ser ajena a la capacidad 
de aplicación del árbitro y no, como demuestran las realidades en la actualidad, una ma-
teria que debe conllevar una obligación de imperativa aplicación por parte del fallador, 
en virtud de que la simple inaplicación de una norma que desarrolle la materia puede 
comportar un desconocimiento propiamente dicho al orden público.
 Suficientemente, dado que algunos sectores minoritarios aún siguen defendiendo sus 
posturas.
Paradigmas del arbitraje internacional y arbitralidad objetiva del derecho antitrust 31
de la normativa de la sede. Realidad que evidencia la reticencia a aceptar 
que uno de los asuntos de mayor importancia en el arbitraje —como lo es la 
arbitrabilidad objetiva de una cuestión— deba ser determinada por la nor-
mativa de un lugar en el cual se celebran reuniones y encuentros, y no por 
otras que pueden resultar, como se verá más adelante, de mayor idoneidad. 
La teoría tradicional, en ese sentido, no parece ser la que albergue la mayor 
idoneidad, como construcción mental sobre el arbitraje internacional, para 
estandarizar la concepción relativa a la arbitrabilidad del derecho antitrust, 
ya que no se erige como un bloqueo al árbitro para referirse a una cuestión 
en principio no arbitrable al tenor del sistema jurídico de la sede, nada puede 
hacer pensar que en el caso de la cuestión concurrencial deba ser distinto. 
la  r e p r e s e n tac i n  w e s t fa l i a na 
o  mu lt i lo c a l i z a do ra
La presente teoría, también denominada “finalista”, defiende que la ley de 
alguno de los lugares de reconocimiento y la ejecución del laudo es la que 
debe erigirse como lex arbitri del proceso arbitral, en atención a que este 
último solo se legitima a través de la transposición —finalista— de lo fallado 
por el árbitro, a la realidad. 
Los defensores de la postura westfaliana sostienen que el árbitro no tiene 
Lex Fori y que por ello su poder y capacidad no surge de un orden jurídico 
único, sino de todos los sistemas en los cuales el laudo que emita pueda ser 
reconocido y ejecutado. De acuerdo con esta perspectiva multilocalizadora, 
el árbitro debe garantizarse la atención de las normas de aquellos sistemas en 
los cuales se busca dar efectividad al laudo. Por tanto, de aquellas normas del 
lugar de reconocimiento y ejecución que proceda, en las cuales, entre otros 
aspectos, se disponga si la materia directa o transversalmente relacionada 
con la cuestión es arbitrable (incluida la libre competencia). 
La teoría multilocalizadora provoca así que los laudos arbitrales ad-
quieran un cariz internacional, en atención a la capacidad de estos para ser 
reconocidos y ejecutados en terceros sistemas distintos a la sede. Capacidad 
surgida de la virtud del árbitro, quien para lograr dicho efecto debe atender 
las garantías procesales que operan en aquellos sistemas, prever y soslayar 
con enjundia jurídica los potenciales motivos de denegación del exequatur 
que son susceptibles de activarse en los sistemas que correspondan y, del 
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mismo modo, obedecer y acatar los diversos extremos de la arbitrabilidad 
objetiva de las materias vinculadas con el asunto. 
De comprenderse el arbitraje internacional bajo el prisma de la teoría 
westfaliana, es la ley de los lugares de reconocimiento y ejecución del lau-
do, a pesar del silencio que guarda la Convención de Nueva York sobre esta 
posibilidad, la que determina la arbitrabilidad objetiva de la cuestión. El re-
conocimiento y ejecución de laudos, incluso anulados en la sede, comprueba 
que en la actualidad la práctica arbitral valora esta construcción mental5, 
al entender que otorga eficacia al proceso. Holanda7, Bélgica (Mantilla-
Serrano, 009)8, Estados Unidos9 y Francia han procedido a reconocer 
y ejecutar laudos emitidos en terceros Estados —sistemas (sedes)—, por 
entenderlos válidos y eficaces al tenor de su normativa interna, indepen-
dientemente de la naturaleza arbitrable o no arbitrable de la cuestión en la 
sede, la categoría de orden público que se le pudiera dar a la materia en esta 
última o, inclusive, la anulación que pudiese haber recaído sobre el laudo 
(Donovan, 01). El artículo v.1. de la Convención de Nueva York dispone 
5 Ejemplo de ello, lo expuesto por Gómez Jene (010). 
 Pese a que en esta época un laudo que atienda a la representación multilocalizadora requiere, 
para ser adecuadamente reconocido y ejecutado, que sea fruto de un acuerdo previo de 
las partes en dicha dirección y que a través de este no se violen premisas y normas básicas 
procedimentales del arbitraje, vinculadas con el orden público y la justicia (Janic´ ijevic´ , 
005; Paulsson, 1983).
7 Yukos Capital S.à.r.l. (Luxembourg) v. oao Rosneft (Russian Federation), xxxiv ybca 703 
et seq, de la Corte de apelaciones de Amsterdam, del 8 de abril del 009.
8 Respecto de la cuestión, resultan valiosos los casos enunciados por el autor, en los cuales, 
la anulación de un laudo en la sede no configuró un impedimento al reconocimiento y 
ejecución del laudo en Francia. En concreto, el caso Société Pabalk Ticaret Ltd. Sirketi 
v. Société Norsolor de la Corte de Casación de París del 9 de octubre de 198; Hilmar-
ton v. Omnium de Traitement et de Valorisation, otv de la Corte de Casación, del 3 
de marzo de 199; Direction Générale de l’Aviation Civile de l’Émirat de Dubai, dac 
v. Société International Bechtel Co. RG 00/0735 de la Corte de Apelación de París, 
Sección Primera Civil, del 9 de septiembre del 005; y PT Putrabali Adyamulia v. Rena 
Holding n.° 05-18053 y 0-1393 de la Corte de Casación del 9 de junio del 007.
9 Ejemplo de ellos son los fallos, Chromalloy Aeroservices Inc. v. The Arab Republic of 
Egypt. 939 F. Supp. 907 de la Corte del Distrito de Columbia; y Karaha Bodas Company, 
Kbc v. Perusahaan Pertambangan Minyak Dan Gas Bumi Negara et al., Pertamina. 335 
F.3d 357, de la Corte de Apelaciones del Quinto Circuito de Estados Unidos del 003.
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que los laudos anulados “podrán” ser denegados en su reconocimiento y 
ejecución, pero no que la anulación deberá —en todos los casos— provo-
car dicha denegación. Por lo que la postura de los sistemas enunciados y 
de aquellos que apoyan la teoría westfaliana, se encuentra sustentada en el 
instrumento jurídico principal del reconocimiento y ejecución. 
Así, los fundamentos esgrimidos sobre la teoría multilocalizadora per-
miten establecer en el presente texto que las dudas respecto a si las partes 
pueden adherir al pacto arbitral la materia concurrencial o si el árbitro está 
empoderado para aplicar de oficio las normas antitrust, se resuelven de forma 
afirmativa en ambos casos en aplicación de los criterios westfalianos. Las 
partes deben ser, en todo caso, las que a través de su conducta garanticen 
aquello (Mullerat Balmaña, 011)30. O bien porque deciden otorgar inter-
nacionalidad al proceso eligiendo como ley aplicable a este una ley distinta a 
la de la sede —en la cual la arbitrabilidad objetiva del antitrust se encuentre 
garantizada—, o simplemente, porque manifiestan que pretenden acoger el 
objetivo finalista, dejando la decisión de la ley a aplicar al proceso en manos 
del árbitro, quien en atención a aquella manifestación de las partes debe 
garantizarse que la materia concurrencial tiene arbitrabilidad objetiva en 
los lugares de reconocimiento y ejecución. 
la  r e p r e s e n tac i n  t ran snac i ona l  “no  lo c a l i s ta ”
Representación enfocada en la comprensión del arbitraje internacional desde 
la autonomía. Valorándole como una “jurisdicción autónoma internacional”. 
Así, configura una construcción mental mediante la cual se desvincula el 
arbitraje internacional de normativas nacionales —de la sede o de los lugares 
de reconocimiento y ejecución31— no solo en virtud de los instrumentos 
30 Mullerat Balmaña (011) manifiesta que “[…] conviene respetar la voluntad de las partes 
de someterse al arbitraje y la necesidad de permitir la predictibilidad de las disputas co-
merciales. […]”; sin que ello signifique que las partes puedan abstraerse de la aplicación 
de normas imperativas o de revisiones que ahora están empoderados para realizar los 
Tribunales Nacionales (Soto Pineda, 01). 
31 Por tanto, excepcional, al no comprender el arbitraje y el laudo atados a una norma na-
cional, ni del estado de la sede, ni del de reconocimiento y ejecución del laudo (Pereira 
y Quintao, 01). 
Jesús Alfonso Soto Pineda3
jurídicos propios y autónomos de los cuales se encuentra provisto el arbi-
traje, sino también de los precedentes que a través de la reiteración se han 
cosechado en su seno (Gaillard, 01). 
La representación en cuestión parte de la base de una legitimación del 
arbitraje internacional, que le ha sido conferida por parte de la normativa 
doméstica de todos aquellos Estados afines con el reconocimiento y ejecu-
ción de sentencias arbitrales, pero que no por ello conlleva que el arbitraje 
internacional deba encontrarse atado individualmente a ningún Estado en 
concreto. La teoría transnacional estima así, que el arbitraje internacional 
tiene un carácter abstracto que requiere de marcos de interpretación pro-
cesales análogos a aquellos que operan en el marco sustantivo. Por tanto, de 
la aceptación de una suerte de lex mercatoria procesal que de una manera 
similar a la lex mercatoria sustantiva ejerce influencia en la práctica arbitral 
internacional3. 
Es en dicho sentido el árbitro, quien debe defender la concepción de que 
su función como administrador de justicia no surge de un Estado y siste-
ma en concreto, sino de una necesidad de la comunidad internacional, que 
se sustenta fácilmente en las concepciones iusnaturalista y iuspositivista, 
puesto que los valores más elevados que surgen de la naturaleza de las cosas 
así lo requiere —iusnaturalismo— y la actividad normativa “colegiada” que 
ha permitido constituir un cuerpo único de normas común —iuspositivis-
mo— así lo comprueba.
El sistema de normas autónomo e independiente en cabeza del arbitraje 
comercial internacional, que ha sido articulado por instituciones interna-
cionales como la Cámara de Comercio Internacional y cámaras análogas, la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(cnudmi), la International Law Association y la International Bar Associa-
tion (en lo sucesivo, iba) sustentan aquella postura. De ellas han surgido 
3 En virtud de la cual el arbitraje no forma parte de un orden nacional concreto, sino, por 
el contrario, de uno de carácter internacional. Realidad que repercute directamente en el 
proceso arbitral, toda vez que este no se rige por una norma nacional determinada, sino 
por estándares internacionales ya suficientemente asentados, favorecidos por la existen-
cia y alcance de la Ley Modelo de la cnudmi e instrumentos análogos, que son base de 
una suerte de jurisdicción autónoma en la cual los tribunales domésticos solo pueden 
interferir en circunstancias excepcionales (Lew, 00, p. 8). 
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instrumentos que son referentes y bases de la mayor parte de los procesos 
arbitrales con carácter internacional alrededor del globo. Así, la Ley Modelo 
de la cnudmi sobre Arbitraje Comercial Internacional, la Convención de 
Nueva York, las diversas normas de la iba en materia de arbitraje comercial 
internacional —práctica de pruebas; conflictos de intereses; comportamien-
tos de los abogados de parte; entre otras—, a través de las cuales se evidencia 
la perspectiva normativa plural de los estados en materia arbitral, así como 
la internacionalidad y la autonomía del mecanismo de heterocomposición 
en cuestión. 
Hoy en día son pocas las dudas que suscita dicha realidad, aun cuando 
un sector de la práctica y la doctrina continúa valorando la independen-
cia actual del arbitraje como un despropósito y un otorgamiento de poder 
jurídico sin precedentes —al confundir autonomía con oposición a los 
sistemas legales nacionales— la práctica permite demostrar que la con-
cepción autónoma e internacional del arbitraje, al contrario de oponerse a 
los sistemas nacionales, los acoge, dado que de ellos emana su legitimación 
particular relativa al pacto arbitral, el procedimiento y el laudo (Reisman 
y Richardson, 01), sin significar aquello que deba sentirse incorporado 
a la jurisdicción doméstica de alguno de los Estados involucrados con la 
disputa. La aplicación de la representación transnacional otorga seguridad 
jurídica al arbitraje comercial internacional y elimina en gran medida la 
imprevisibilidad de las perspectivas localizadora y multilocalizadora, puesto 
que permite aplicar los principios internacionales adoptados por la mayoría 
a un supuesto de hecho y elimina las visiones parcializadas nacionales o 
paradigmas, como la soberanía, que siguen configurando una patente de 
corso de los defensores de la “nacionalización” de los litigios con compo-
nente internacional. 
Así las cosas, son considerables las razones a través de las cuales se res-
palda —desde una perspectiva principalmente normativa— que la aplicación 
por parte del árbitro del prototipo “no localista” es beneficiosa. El orden 
público también permite justificar aquella postura en la actualidad, pues 
ha abandonado las visiones nacionales y se ha dirigido hacia una suerte de 
concepción internacional homogénea, dirigida a acotar su alcance, que im-
pacta positivamente en la transnacionalización del arbitraje. 
A través de la jurisprudencia francesa es posible demostrar que si bien 
el orden público configura un concepto indeterminado que presenta diver-
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gencias de importancia entre sistemas, dicho orden público, rara vez, ha 
sido el fundamento real de anulaciones y o rechazos en el reconocimiento 
y ejecución de laudos, a pesar de que los jueces nacionales en uno y otro 
caso se hayan referido a él. Lo que verdaderamente ha provocado la gran 
mayoría de actuaciones judiciales en dichas direcciones ha sido que el árbi-
tro se ha referido a políticas estatales y a materias sensibles que tienen una 
repercusión directa o transversal en las economías domésticas: competencia, 
valores, insolvencia, moneda, entre otras. Si bien el epicentro de las anu-
laciones y de los no reconocimientos y ejecuciones, no es el orden público 
—ni principios morales y contractuales—, este es resaltado con frecuencia 
en las motivaciones de dichas decisiones domésticas. Circunstancia que es 
inconveniente y contraria a los intereses de las partes en disputa y del siste-
ma arbitral, pero que es una realidad difícilmente remediable en un marco 
de divergencias nacionales conceptuales, legislativas y prácticas. A menos 
que, como efectivamente está ocurriendo en la actualidad, el orden público 
se entienda homogeneizado con carácter internacional como una concen-
tración de pocos valores, de pocas reglas y de pocos principios materiales y 
procesales, que solo en circunstancias excepcionales pueden configurar un 
obstáculo a la vía arbitral.
El orden público no puede continuar siendo un gran receptáculo en el 
cual se encuentren almacenados criterios variopintos de inmensa hetero-
geneidad e indeterminación. Con carácter material puede estar constituido 
por los derechos fundamentales, los derechos humanos, principios de rango 
constitucional, la buena fe, el no abuso de derecho y la no discriminación; 
así como procesalmente por el debido proceso y los fundamentos inherentes 
a la justicia natural dispuestos en la Ley Modelo de la cnudmi. Bases que 
permiten estrechar su alcance en favor de la vía arbitral. 
De tal modo, entendiéndose al tenor de la teoría transnacional el sistema 
arbitral como una jurisdicción autónoma sustentada, a grandes rasgos, en un 
conjunto de instrumentos jurídicos propios y en un concepto más concreto 
de orden público, en este punto resulta valioso resaltar nuevamente las dudas 
planteadas en el presente documento sobre si las partes pueden adherir al 
pacto arbitral la materia concurrencial o si el árbitro está empoderado para 
aplicar de oficio las normas antitrust. 
Así, la respuesta a ambas cuestiones es, del mismo modo que en aplicación 
de la representación westfaliana, afirmativa. Primero, porque el antitrust no se 
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encuentra integrado en el orden público internacional33. Segundo, porque si 
el árbitro entendiese la libre competencia como una materia de orden público, 
deberá precisamente por ello referirse a ella, toda vez que no hacerlo signi-
ficaría desconocer dicha categoría de la materia (debiéndose extender dicha 
lógica a los jueces ordinarios de la sede o de los lugares de reconocimiento 
y ejecución). Tercero, pero ya no sobre la base del orden público, porque 
los instrumentos internacionales en los cuales se sustenta la jurisdicción 
autónoma arbitral, principalmente la Ley Modelo de la cnudmi, determi-
nan de forma amplia que resultan efectivamente arbitrables las cuestiones 
comerciales internacionales. Cuestiones dentro de las cuales se encuentra 
la libre competencia, tanto porque la materia es propiamente mercantil al 
disciplinar las conductas de operadores del sector productivo, como porque 
precedentes como Mitsubishi y Eco Swiss —y posteriores— han valorado 
los asuntos de libre competencia desde una perspectiva jurídico-mercantil 
—al margen de sus especialidades y su relevancia pública—. 
Realidad que demuestra que las valoraciones por parte del árbitro de 
los aspectos relativos al derecho antitrust forman parte de manera tácita
—porque la Ley Modelo de la cnudmi y los instrumentos complementarios 
de carácter internacional no lo dicen de forma taxativa— de las cuestiones 
comerciales sobre las cuales se puede y se debe referir, en atención a que las 
partes así lo hayan determinado en el convenio arbitral o porque el árbitro 
se tope con ellas en el ejercicio de su labor.
Respaldar dicho posicionamiento no solo favorece la resolución de dispu-
tas entre particulares a través de la vía arbitral, sino que fomenta la defensa 
de la libre competencia, ya que la homogenización —nacional e interna-
cional— de la arbitrabilidad objetiva de los asuntos de libre competencia, 
además de equiparar en gran medida a los árbitros y a los jueces, permite 
que las concomitancias y enlaces entre los que aplican las normas antitrust 
desde la perspectiva pública y los que lo hacen desde la perspectiva privada 
33 Muy a pesar de que el autor entienda que la libre competencia tiene como objetivo prio-
ritario la defensa y protección de los consumidores y usuarios. Aspecto que no puga con 
la idea, también defendida por él sobre que el derecho antitrust y las reivindicaciones que 
se sustenten en las normas que le desarrollan, no deban ser consideradas piezas funda-
mentales del orden público. Al respecto, véase Soto Pineda (01). 
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se generen en clara armonía, favoreciendo el descubrimiento, investigación, 
remedio y “castigo” de las conductas anticompetitivas. 
conc lu s i on e s
Los paradigmas del arbitraje internacional permiten determinar que en el 
marco de concepción actual de dicho método alternativo de resolución de 
disputas, la libre competencia ostenta arbitrabilidad objetiva absoluta. 
En atención a la representación monolocalizadora del arbitraje, es bajo 
el único prisma que la mencionada arbitrabilidad objetiva se pone en duda. 
Dicho paradigma, que ata el proceso a la sede y, por tanto, a un régimen 
nacional —al entender el arbitraje incorporado al sistema como una “ter-
cera jurisdicción”—, ha caído en desuso por su incompatibilidad con la 
dinámica global de los negocios y por la disimilitud que le es connatural 
con las necesidades jurídicas actuales. Sus bases son defendidas por un res-
tringido sector doctrinal y de la práctica, puesto que configuran una camisa 
de fuerza del proceso arbitral que conlleva que materias como el antitrust, 
en aquellos casos en los cuales el sistema de la sede determina —directa o 
transversalmente— que no son arbitrables, impidan que el árbitro pueda 
referirse a ellas.
En contraposición a la perspectiva tradicional monolocalizadora tanto la 
percepción westfaliana del arbitraje como la transnacional, que responden en 
mayor medida a la actualidad de los negocios y de la resolución de disputas de 
carácter internacional, permiten comprobar (i) que las partes se encuentran 
empoderadas para adherir al pacto arbitral la materia concurrencial, como 
que (ii) el árbitro está facultado para aplicar de oficio las normas antitrust 
en el marco de sus actividades, cuando se tope con un asunto relacionado 
con la libre competencia. 
El procedimiento arbitral debe ser desligado de dinámicas nacionales. 
Por lo que más allá que la teoría multilocalizadora avale la arbitrabilidad 
objetiva del derecho antitrust, la concepción no localista transnacional es la 
que mejor se adapta a las necesidades del proceso y a dicha arbitrabilidad 
de los asuntos de libre competencia. La internacionalidad del arbitraje co-
mercial, la autonomía normativa y la concepción estrecha que tiene a día de 
hoy el orden público internacional, fortalecen aquel imperativo. 
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